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Panel integrado por su presidente, el Juez Rodríguez 

Casillas, la Jueza Romero García y la Juez Méndez Miró1 

 

Méndez Miró, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

El Sr. David Martínez Ruiz (señor Martínez) 

solicita que este Tribunal revise una Resolución que 

emitió el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Mayagüez. En esta, el TPI declaró no ha lugar la Moción 

de Supresión de Evidencia que presentó el 

señor Martínez.  

 Se expide el certiorari y se revoca el dictamen del 

TPI.  

I. Tracto Fáctico y Procesal  

 Los hechos que generan esta controversia ocurrieron 

el 13 de julio de 2020. Allí, durante el transcurso de 

un operativo que incluyó la participación de la Agente 

encubierta, Julia Morales (Agente Morales), el Agente 

Edwin Del Valle (Agente Del Valle) arrestó al 

señor Martínez por solicitar servicios de prostitución 

 
1 Conforme a la Orden Administrativa TA-2021-026, el Juez Rodríguez 
Casillas sustituye a la Juez Jiménez Velázquez. 
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y posesión de sustancias controladas. El operativo era 

parte de un plan de trabajo según el cual la Agente 

Morales realizaría trabajo encubierto de prostitución. 

Cuando algún individuo le solicitara servicios, la 

Agente Morales se tocaría el collar que llevaba puesto 

con ambas manos para indicar a los demás agentes que 

había motivos fundados para efectuar un arresto. En el 

caso del señor Martínez, cuando acudieron a arrestarlo, 

la Agente Morales indicó al Agente Del Valle que tenía 

sustancias controladas. Se efectuó un registro del 

señor Martínez y se encontraron sustancias controladas 

en el vehículo donde este arribó al lugar de los hechos. 

Las sustancias que se incautaron dieron positivo a 

marihuana y cocaína.  

El 26 de julio de 2019, el Estado presentó tres 

denuncias en contra del señor Martínez: dos (2) cargos 

por infracción al Art. 404 de la Ley de Sustancias 

Controladas, 24 LPRA sec. 24042, y un (1) cargo por 

infracción al Art. 138 del Código Penal, 33 LPRA 

sec. 5199.3 

 La vista preliminar se llevó a cabo el 23 de octubre 

de 2019. Allí se determinó causa probable por todos los 

delitos, según el Estado los imputó, y se citó el caso 

para la lectura de las acusaciones y el juicio. Acto 

seguido, se celebró la lectura y se pautó el juicio para 

el 9 de enero de 2020.  

 El 26 de noviembre de 2019, el señor Martínez 

presentó una Moción Informativa en Cuanto a 

Descubrimiento de Prueba y en Solicitud de Supresión de 

Evidencia (Moción de Supresión de Evidencia). Sostuvo 

 
2 Posesión de sustancias controladas.  
3 Prostitución. 
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que los agentes no tenían una orden judicial para 

intervenir con su persona, por lo que operaba una 

presunción de ilegalidad en cuanto al arresto y el 

registro que se efectuó. Además, alegó que los agentes 

no tenían motivos fundados que justificaran la 

intervención, por lo que recurrieron a un testimonio 

irreal, es decir, estereotipado. Por tal razón, arguyó 

que procedía que se suprimiera la evidencia incautada 

por esta constituir ‘fruto del árbol ponzoñoso’.  

 Por su parte, el Estado presentó la Contestación a 

Moción de Supresión de Evidencia el 4 de diciembre 

de 2019. Alegó que el señor Martínez no tenía 

legitimación activa para presentar la Moción de 

Supresión de Evidencia, toda vez que no había admitido 

la posesión física de la evidencia incautada. Asimismo, 

negó que los testimonios de los agentes fueran 

estereotipados.  

 Luego de varios trámites procesales, el 9 de 

octubre de 2020, se llevó a cabo la vista evidenciaria 

con relación a la Moción de Supresión de Evidencia. 

Testificaron la Agente Morales y el Agente Del Valle. El 

TPI, en corte abierta, la declaró no ha lugar.4 

 Inconforme, el señor Martínez presentó su Petición 

de Certiorari y señala el siguiente error:  

Erró el [TPI] al declarar no ha lugar la 

supresión de la evidencia incautada por los 

agentes del Estado, a pesar de tratarse de un 

arresto ilegal y de un registro irrazonable 

basado en el hecho de haber un auto 

incriminado al acusado para obtención de las 

sustancias controladas ocupadas, esto sin que 

existiera previa orden de arresto o de 

registro y allanamiento, ni motivos fundados 

transferidos para efectuar un arresto válido; 

la ocupación de las sustancias controladas no 

fue el producto de un registro incidental a un 

 
4 Posteriormente, esta resolución se recogió por escrito y es de la 

que recurre el señor Martínez.  
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arresto contemporáneo ya que las sustancias 

controladas se incautaron luego de que el 

acusado estaba ya bajo arresto y esposado y ya 

no existía peligro de que se desapareciera la 

evidencia o se destruyera la misma ni para la 

seguridad de los agentes, siendo la prueba 

presentada por el [Estado], basada en 

testimonios estereotipados, inverosímil y 

totalmente contradictoria entre sí, no 

alcanzando así el [Estado] el quantum de 

prueba que se le requiere para validar un 

arresto sin orden al amparo de la Regla 11 de 

las de Procedimiento Criminal ni justificado 

la razonabilidad del registro de forma 

satisfactoria. 

 

 Posteriormente, el señor Martínez presentó una 

Moción Extremadamente Urgente en Auxilio de Jurisdicción 

en Solicitud de Paralización de Juicio, la cual este 

Tribunal declaró ha lugar. 

Por su parte, el Estado presentó su Escrito en 

cumplimiento de orden. Con el beneficio de ambas 

comparecencias, se resuelve.  

II. Marco Legal 

A. Certiorari 

 El certiorari es el vehículo procesal discrecional 

que le permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior. IG Builders 

et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337–338 (2012). La 

característica distintiva de este recurso se asienta en 

la discreción que se le encomienda al tribunal revisor 

para autorizar su expedición y adjudicar sus méritos. 

Íd. Es decir, distinto a las apelaciones, el tribunal de 

jerarquía superior tiene la facultad de expedir el 

certiorari de manera discrecional. García v. Padró, 

165 DPR 324 (2005). 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 52.1, establece la autoridad limitada de este 

Tribunal para revisar las órdenes y las resoluciones 

interlocutorias que dictan los tribunales de instancia 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2027505687&pubNum=0002995&originatingDoc=I46cc5d3f903a11e6b73588f1a9cfce05&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_337&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_337
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2027505687&pubNum=0002995&originatingDoc=I46cc5d3f903a11e6b73588f1a9cfce05&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_337&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_337
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2006987397&pubNum=0002995&originatingDoc=I706184501f2f11e49488c8f438320c70&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2006987397&pubNum=0002995&originatingDoc=I706184501f2f11e49488c8f438320c70&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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por medio del recurso discrecional del certiorari. La 

Regla 52.1, supra, dispone, en su parte pertinente, lo 

siguiente: 

El recurso de certiorari para revisar 

resoluciones u órdenes interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 

solamente será expedido por el Tribunal de 

Apelaciones cuando se recurra de una 

resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o 

de la denegatoria de una moción de carácter 

dispositivo. No obstante, y por excepción a lo 

dispuesto anteriormente, el Tribunal de 

Apelaciones podrá revisar órdenes o 

resoluciones interlocutorias dictadas por el 

Tribunal de Primera Instancia cuando se 

recurra de decisiones sobre la admisibilidad 

de testigos de hechos o peritos esenciales, 

asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en 

casos de relaciones de familia, en casos que 

revistan interés público o en cualquier otra 

situación en la cual esperar a la apelación 

constituiría un fracaso irremediable de la 

justicia. Al denegar la expedición de un 

recurso de certiorari en estos casos, el 

Tribunal de Apelaciones no tiene que 

fundamentar su decisión. 

 

 Si ninguno de estos elementos está presente en la 

petición ante la consideración de este Tribunal, procede 

abstenerse de expedir el auto, de manera que se continúen 

los procedimientos del caso, sin mayor dilación, ante el 

Tribunal de Primera Instancia. García v. Asociación, 

165 DPR 311, 322 (2005); Meléndez Vega v. Caribbean 

Intl. News, 151 DPR 649, 664 (2000); Lluch v. España 

Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986). 

De conformidad, para determinar si procede la 

expedición de un certiorari se debe acudir a la Regla 40 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, R. 40. El tribunal tomará en consideración 

los siguientes criterios al determinar la expedición de 

un auto de certiorari o de una orden de mostrar causa: 

(A) Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho. 
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(B) Si la situación de hechos planteada es la 

más indicada para el análisis del 

problema. 

 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la apreciación 

de la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia. 

 

(D) Si el asunto planteado exige consideración 

más detenida a la luz de los autos 

originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados.  

 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para 

su consideración. 

 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento 

indebido del pleito y una dilación 

indeseable en la solución final del 

litigio. 

 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa evita un fracaso de la 

justicia. 

  

 Nuestro Foro más Alto ha expresado también que “de 

ordinario, el tribunal apelativo no intervendrá con el 

ejercicio de la discreción del tribunal de instancia, 

salvo que demuestre que hubo un craso abuso de 

discreción, o que el tribunal actuó con perjuicio o 

parcialidad, o que se equivocó en la interpretación o 

aplicación de cualquier norma procesal o derecho 

sustantivo, y que nuestra intervención en esa etapa 

evitará un perjuicio sustancial”. (Cita omitida). 

Zorniak Air Servs. v. Cessna Aircraft Co., 132 DPR 170, 

181 (1992). 

B. Protección constitucional contra arrestos y 

registros sin orden judicial 

 

 Tanto la Constitución de Estados Unidos, como la 

Constitución de Puerto Rico, garantizan la protección 

contra registros, incautaciones y allanamientos 

irrazonables. La Enmienda Cuarta de la Constitución 

Federal, Emda. IV. Const. EE.UU., LPRA Tomo I, dispone: 
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No se violará el derecho del pueblo a la 

seguridad de sus personas, hogares, documentos 

y pertenencias, contra registros y 

allanamientos irrazonables, y no se expedirá 

ningún mandamiento, sino a virtud de causa 

probable, apoyado por juramento o promesa, y 

que describa en detalle el lugar que ha de ser 

allanado, y las personas o cosas que han de 

ser detenidas o incautadas.5  

 

 Por su parte, el Art. II, Sec. 10 de la de la Carta 

de Derechos de la Constitución de Puerto Rico, LPRA, 

Tomo 1, ed. 2008, págs. 326–327, dispone: 

No se violará el derecho del pueblo a la 

protección de sus personas, casas, papeles y 

efectos contra registros, incautaciones y 

allanamientos irrazonables. 

 

[…]  

 

Sólo se expedirán mandamientos autorizando 

registros, allanamientos o arrestos por 

autoridad judicial, y ello únicamente cuando 

exista causa probable apoyada en juramento o 

afirmación […] 

 

Evidencia obtenida en violación de esta 

sección será inadmisible en los tribunales. 

 

 Estos mandatos constitucionales procuran proteger 

a los ciudadanos contra actuaciones irrazonables del 

Estado y, así, garantizar la dignidad e intimidad de las 

personas. Pueblo v. Serrano Reyes, 176 DPR 437, 443-444 

(2009), citando a Pueblo v. Colón Bernier, 148 DPR 135 

(1999) y Pueblo v. Rivera Colón, 128 DPR 672 (1991). Por 

tal razón, todo arresto o registro realizado sin orden 

judicial previa se presume inválido y le corresponde al 

Ministerio Público rebatir la presunción de 

irrazonabilidad. Pueblo v. Nieves Vives, 188 DPR 1, 13 

(2013); Pueblo v. Pérez Rivera, 186 DPR 845, 862 (2012). 

Esto responde a que, “[b]ajo la Cuarta Enmienda, se 

 
5 The right of the people to be secure in their persons, houses, 

papers, and effects, against unreasonable searches and seizures, 

shall not be violated, and no Warrants shall issue, but upon 

probable cause, supported by Oath or affirmation, and particularly 

describing the place to be searched, and the persons or things to 

be seized.  
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suelen distinguir dos cláusulas: una se refiere a los 

requisitos para una orden de arresto o registro; la otra 

se refiere a una exigencia general de razonabilidad para 

cualquier tipo de arresto, registro o incautación”. E.L. 

Chiesa Aponte, Derecho procesal penal: etapa 

investigativa, San Juan, Ediciones SITUM, 2017, 

Sec. 5.1(B), pág. 236. (Énfasis suplido). 

(1) Arrestos 

 Ahora bien, el requerimiento constitucional de 

orden judicial no es absoluto. Pueblo v. Nieves Vives, 

supra. Existen ciertas situaciones excepcionales que 

justifican que se efectúe un arresto sin orden. Esto 

responde a que la garantía constitucional tiene su 

límite en la conducta criminal. Íd.; Pueblo v. Colón 

Bernier, supra, en la pág. 141. Así, la Regla 11 de 

Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 11, establece 

las circunstancias en que tales arrestos podrán 

efectuarse y, en lo pertinente, dispone:  

REGLA 11. — ARRESTO POR UN FUNCIONARIO DEL 

ORDEN PÚBLICO.  

 

Un funcionario del orden público podrá hacer 

un arresto sin la orden correspondiente: 

 

(a) Cuando tuviere motivos fundados para 

creer que la persona que va a ser 

arrestada ha cometido un delito en su 

presencia. En este caso deberá hacerse el 

arresto inmediatamente o dentro de un 

término razonable después de la comisión 

del delito. De lo contrario, el 

funcionario deberá solicitar que se 

expida una orden de arresto.  

 

(b) Cuando la persona arrestada hubiese 

cometido un delito grave (felony), aunque 

no en su presencia. 

 

(c) Cuando tuviere motivos fundados para 

creer que la persona que va a ser 

arrestada ha cometido un delito grave 

(felony), independientemente de que 
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dicho delito se hubiere cometido o no en 

realidad.  

 El Foro Máximo ha definido el concepto de motivos 

fundados como aquella información que lleve a una 

persona ordinaria y prudente a creer que el arrestado ha 

cometido el delito, independientemente de que luego se 

logre establecer la comisión del delito. Pueblo v. 

Martínez Torres, 120 DPR 496, 504 (1988). (Énfasis 

suplido). Los motivos fundados se consideran sinónimo de 

la determinación de causa probable, en la cual se apoyan 

las órdenes de arresto. Íd. Para establecer la 

existencia de motivos fundados, los tribunales deben 

analizar la información que le constaba al funcionario 

y el cuadro fáctico que tenía ante sí al momento del 

arresto. Ello permite determinar si una persona prudente 

y razonable --en las mismas circunstancias-- podría 

creer que el arrestado cometió el delito, o que lo 

cometería de no efectuarse el arresto. Pueblo v. 

Calderón Díaz, 156 DPR 549, 559 (2002).  

En esencia, para que un arresto sin orden judicial 

sea válido se tiene que sustentar en motivos fundados. 

Pueblo v. Nieves Vives, supra, en la pág. 14. (Énfasis 

suplido). Ahora bien, los motivos fundados se pueden 

‘transferir’ de un agente a otro, pues, “el conocimiento 

de cada agente --cuando trabajan cerca y se mantienen 

informados-- es atribuible a los demás”. Pueblo v. 

Luzón, 113 DPR 315, 324 (1984). Al reseñar la 

jurisprudencia atinente, el Foro Máximo explicó en 

Pueblo v. Martínez Torres, supra, en la pág. 505): 

También dijimos que ‘[s]e puede establecer la 

existencia de causa para justificar un arresto 

sin orden, basado en información policiaca 

colectiva al momento del mismo, siendo 

innecesario que el oficial que lleva a cabo el 

arresto lo haga basándose únicamente en su 
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conocimiento personal de las circunstancias. 

Basta con que el agente de la Policía que 

inició la cadena de comunicaciones tenga 

información de primera mano'. 

  

[…] 

 

No debe haber duda de que un policía puede 

actuar según la información provista por otro 

miembro de la fuerza y puede, simplemente, 

presumir la confiabilidad y certeza de lo 

comunicado. (Citas omitidas y énfasis 

suplido.) 

 

No obstante, siempre que se cuestione la validez 

del arresto en el contexto de una moción de supresión de 

evidencia, el Estado tendrá que presentar evidencia para 

establecer los motivos fundados del agente “que dio la 

orden o que originó la cadena de información que tuvo 

como resultado que se ordenase el arresto”. Íd. Aun si 

un agente puede actuar a base de una comunicación de 

otro policía, sin que el primero tenga conocimiento 

personal de los hechos, el Estado no queda relevado de 

tener que presentar evidencia que justifique la 

legalidad del arresto. Pueblo v. Nieves Vives, supra; 

Pueblo v. Martínez Torres, supra. Se reitera, un arresto 

que se efectúa sin orden judicial se presume inválido e 

irrazonable.  

(2) Registros 

Del mismo modo, existen ciertas circunstancias que 

permiten --por excepción-- que se lleven a cabo 

registros sin orden judicial. Una de estas es, 

precisamente, cuando el registro es incidental a un 

arresto válido. Para determinar su validez, primero, es 

imperativo establecer que el arresto que lo antecedió 

fue legal. Pueblo v. Serrano Reyes, supra. Aun así, el 

arresto no es una carta blanca para que se efectúe un 

registro: “[e]l mero arresto legal no convalida ipso 

facto un registro o una incautación sin orden, pues es 
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necesario que el registro haya sido razonable”. Íd., 

citando a Pueblo v. Sosa Díaz, 90 DPR 622 (1964). Es 

decir, el registro no solo tiene que ser incidental a un 

arresto válido, sino que también tiene que ser 

razonable. Por tanto, cuando se establezca que cierta 

evidencia fue ocupada sin orden judicial previa de 

arresto o registro, el Ministerio Público tendrá que 

demostrar que el registro fue legal y razonable. Pueblo 

v. Vázquez Méndez, 117 DPR 170, 177 (1986).   

El registro de una persona arrestada, sus 

pertenencias y del área a su alcance inmediato, solo se 

justifica cuando su propósito es: (a) ocupar armas o 

instrumentos que puedan utilizarse para agredir a los 

agentes del orden público; (b) evitar una fuga; y 

(c) evitar la destrucción de evidencia. Pueblo v. 

González Zayas, 120 DPR 158, 164 (1987). Véase Pueblo v. 

Costoso Caballero, 100 DPR 147, 152-153 (1971). En lo 

pertinente, el registro del vehículo en el que se halla 

la persona arrestada deberá cumplir con los criterios 

esbozados. Ello, pues, se ha determinado que “no es 

razonable el registro del vehículo cuando el arrestado 

ya no tiene acceso a él por estar bajo custodia o 

esposado, de forma que no puede llegar al compartimiento 

de pasajeros del vehículo”. E.L. Chiesa Aponte, op. 

cit., pág. 385, citando a Arizona v. Grant, 556 US 332 

(2009) y Pueblo v. Malavé González, 120 DPR 470 (1988). 

(Énfasis suplido).6 

 
6 El Tribunal Supremo extendió la protección contra registros 

irrazonables --que consagra el Art. II, Sec. 10, de nuestra 

Constitución, supra-- específicamente a vehículos de motor en 

Pueblo v. Sosa Díaz, 90 DPR 622 (1964) y Pueblo v. Acevedo Escobar, 

112 DPR 770 (1982). Si bien la expectativa de intimidad cuando se 

utiliza un automóvil es menor, ello no puede conllevar el 

debilitamiento de estas garantías. Pueblo v. Malavé González, 

supra, en la pág. 479. Ahora bien, por entender el uso ilícito 

potencial de un automóvil, la razonabilidad de un registro sin orden 

dependerá de los hechos particulares y de la atmósfera total del 
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Por otro lado, también se han reconocido ciertos 

registros en ausencia de una orden judicial. Estos son: 

(1) el registro consentido de forma expresa o implícita; 

(2) el registro tipo inventario; (3) la incautación de 

evidencia arrojada o abandonada; (4) la incautación de 

evidencia a plena vista; (5) el registro en 

circunstancias de emergencia; (6) el registro de 

estructuras abandonadas; (7) la incautación de evidencia 

obtenida en el transcurso de una persecución; (8) la 

incautación de evidencia en un registro administrativo 

de una actividad altamente reglamentada por el Estado; 

(9) el registro de personas o vehículos que crucen la 

frontera para entrar a Puerto Rico o Estados Unidos; y 

(10) el registro realizado en aeropuertos y muelles para 

confiscar productos declarados en cuarentena por el 

Departamento de Agricultura Federal. Pueblo v. Báez 

López, 189 DPR 918, 930-931 (2013); Pueblo v. Amador 

Rodríguez, 151 DPR 550, 562-563 (2000); Pueblo v. 

Bonilla, 149 DPR 318, 333-334 (1999). En estos 

escenarios se ha resuelto que no existe una expectativa 

razonable de intimidad y que, por lo tanto, no se 

violenta el mandato constitucional. Pueblo v. Báez 

López, supra. 

Conforme a la doctrina de evidencia a plena vista, 

un registro sin orden judicial se permite sujeto al 

cumplimiento con ciertos requisitos. Primero, el 

artículo debe haberse descubierto por estar a plena 

vista y no en el curso o por razón de un registro. 

Segundo, el agente que observe la prueba debe tener 

 
caso. Por tanto, la razonabilidad dependerá de la existencia de 

causa probable (motivos fundados) y de la existencia de 

circunstancias particulares que lo justifiquen. Íd. (Énfasis 

suplido). 
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derecho previo a estar en la posición desde la cual ve 

la prueba. Tercero, el objeto se debe descubrir por 

inadvertencia. Por último, la naturaleza delictiva del 

objeto debe surgir de la simple observación. Pueblo v. 

Díaz Bonano, 176 DPR 601, 632 (2009); Pueblo v. Dolce, 

105 DPR 422, 436 (1976). 

C. Testimonio estereotipado 

El testimonio estereotipado es uno de los más 

“susceptibles a ataque y causantes de duda en el ánimo 

judicial[.]” Pueblo v. González de Valle, 102 DPR 374, 

376 (1974). En el contexto de los casos de narcóticos 

que conllevan la utilización de agentes encubiertos, 

históricamente se utilizó para eludir las exigencias del 

mandato constitucional expuesto. Íd. Así, el Tribunal 

Supremo ha establecido que el uso del testimonio de 

agentes encubiertos y declaraciones estereotipadas debe 

ser objeto de escrutinio riguroso. Íd.  

Para evaluar su credibilidad, se han establecido 

ciertas pautas que facultan una armonización entre dos 

intereses: (1) el interés estatal de combatir la 

criminalidad; y (2) el interés de proteger los derechos 

de la ciudadanía. Primero, se reitera, todo testimonio 

estereotipado se escudriñará con rigor especial. 

Segundo, en ausencia de otras consideraciones, los casos 

de la evidencia abandonada y de acto ilegal a plena vista 

inducirán sospecha de la posible existencia de 

testimonio estereotipado. Tercero, el testimonio 

inherentemente irreal o improbable se rechazará. Cuarto, 

el testimonio no se considerará estereotipado si --más 

allá de los datos indispensables para probar los 

requisitos mínimos de un delito-- se provee información 

sobre las circunstancias en que funciona el agente, el 
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término de su investigación, los resultados obtenidos 

fuera del caso en trámites y otros detalles. Quinto, la 

presencia de contradicciones, lagunas o vaguedades en el 

testimonio reforzará el recelo con que se escuchan estas 

declaraciones. Sexto, el peso de la prueba de librar el 

testimonio estereotipado de sospecha recae en el 

Ministerio Público. Pueblo v. González de Valle, supra, 

en la pág. 378. (Énfasis suplido). 

D. Moción de Supresión de Evidencia 

La Regla 234 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA, 

Ap. II, R. 234, provee el mecanismo para hacer valer la 

protección constitucional contra actuaciones 

irrazonables del Estado bajo la Cuarta Enmienda de la 

Constitución de Estados Unidos, supra, y la Carta de 

Derechos de nuestra Constitución, supra. Esta regla, en 

lo pertinente, dispone: 

REGLA 234 – ALLANAMIENTO; MOCIÓN DE SUPRESIÓN 

DE EVIDENCIA. 

 

La persona agraviada por un allanamiento o 

registro ilegal podrá solicitar del tribunal 

al cual se refiere la Regla 233 la supresión 

de cualquier evidencia obtenida por virtud de 

tal allanamiento o registro, o la devolución 

de la propiedad, por cualquiera de los 

siguientes fundamentos:  

 

(a) Que la propiedad fue ilegalmente ocupada 

sin orden de allanamiento o registro. 

 

[…] 

 

En la moción de supresión de evidencia se 

deberán exponer los hechos precisos o las 

razones específicas que sostengan el 

fundamento o los fundamentos en que se basa la 

misma. El tribunal oirá prueba sobre cualquier 

cuestión de hecho necesaria para la resolución 

de la solicitud y celebrará una vista 

evidenciaria ante un magistrado distinto al 

que atenderá el juicio, cuando se trate de 

evidencia incautada mediando una orden 

judicial y la parte promovente demuestre que 

existe una controversia sustancial de hechos 

que haga necesario la celebración de la vista; 

en ausencia de tal demostración, el tribunal 

podrá adjudicar la moción sin vista previa 
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utilizando como baso los escritos presentados 

por las partes.  

 

El tribunal vendrá obligado a celebrar una 

vista evidenciaria con antelación al juicio, 

y ante un magistrado distinto al que atenderá 

el juicio, cuando se trate de evidencia 

incautada sin previa orden judicial si en la 

solicitud la parte promovente aduce hechos o 

fundamentos que reflejan la ilegalidad o 

irrazonabilidad del registro, allanamiento o 

incautación. El Ministerio Público vendrá 

obligado a refutar la presunción de ilegalidad 

del registro o incautación y le corresponderá 

establecer los elementos que sustentan la 

excepción correspondiente al requisito de 

orden judicial previa.  

 

De declararse con lugar la moción, la 

propiedad será devuelta, si no hubiere 

fundamento legal que lo impidiere, y no será 

admisible en evidencia en ningún juicio o 

vista. La moción se notificará al fiscal y se 

presentará cinco (5) días antes del juicio a 

menos que se demostrare la existencia de justa 

causa para no haberla presentado dentro de 

dicho término o que el acusado no le constaren 

los fundamentos para la supresión, o que la 

ilegalidad de la obtención de la evidencia 

surgiere de la prueba del fiscal. (Énfasis 

suplido).  

 

Se reitera que todo registro realizado sin orden se 

presume irrazonable e inválido. Por ende, cuando se 

cuestione tal registro mediante una moción de supresión 

de evidencia, el Estado tiene la carga probatoria de 

demostrar la legalidad y razonabilidad del registro en 

cuestión. Del Estado no poder rebatir efectivamente 

dicha presunción, el tribunal deberá aplicar el remedio 

constitucional que refleja la Regla 234 de Procedimiento 

Criminal, supra, a saber, la exclusión de la evidencia. 

Pueblo v. Serrano Reyes, supra, en las págs. 448-449.  

Lo anterior no significa que el promovente puede 

fundamentar su solicitud con la mera ausencia de una 

orden judicial previa. Este deberá, además, proveer 

hechos y fundamentos que reflejen la ilegalidad e 

irrazonabilidad del registro cuya validez cuestiona.  

Pueblo v. Blasé Vázquez, supra, 633-634. 
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Por último, es preciso destacar que si bien la 

determinación de si una actuación gubernamental es 

razonable --y, por ende, válida-- dependerá de los 

hechos particulares de cada caso, la adjudicación de una 

moción de supresión de evidencia no es de naturaleza 

fáctica. Deberán aquilatarse las cuestiones de hecho, 

empero, el procedimiento bajo la Regla 234 de 

Procedimiento Criminal, supra, “se refiere a asuntos de 

derecho que hay que dirimir como paso previo a la 

admisibilidad de evidencia”. Pueblo v. Serrano Reyes, 

supra, citando a Pueblo v. Martínez Torres, supra, en la 

pág. 575. (Énfasis suplido). 

A la luz de la normativa expuesta, se resuelve.  

III. Discusión 

 En suma, el señor Martínez plantea que la prueba 

que presentó el Estado no justificó su arresto y el 

registro de su vehículo sin orden judicial. Sostiene que 

no hubo una transferencia efectiva de motivos fundados, 

toda vez que la Agente Morales nunca vio las sustancias 

controladas, aunque le manifestó al Agente Del Valle que 

el señor Martínez las tenía. Añade que el Agente Del 

Valle llegó a la escena con la idea preconcebida de 

arrestar al señor Martínez y que, por lo tanto, se trató 

de un arresto ilegal y, en consecuencia, un registro 

irrazonable.  

Sobre el registro, como tal, el señor Martínez 

indica que las sustancias controladas se incautaron 

luego de que estaba bajo arresto y esposado; es decir, 

cuando no representaba un peligro para la seguridad de 

los agentes, un riesgo de que desapareciera la evidencia 

o que se fuera a la fuga. Arguye que el testimonio de la 
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Agente Morales y el Agente Del Valle son estereotipados; 

contradictorios entre sí e inverosímiles.  

En cambio, el Estado sostiene que la transferencia 

de motivos fundados ocurrió válidamente y de manera 

verbal en cuanto al delito de prostitución. Alega que el 

señor Martínez, con conocimiento de que tenía derecho a 

guardar silencio, indicó al Agente Del Valle dónde, en 

su vehículo, tenía las sustancias controladas. Plantea 

que, a raíz de esta información, el Agente Del Valle 

encontró las sustancias a plena vista. Aduce que rebatió 

cualquier presunción de ilegalidad de la ocupación de la 

evidencia porque demostró la transferencia de motivos 

fundados entre la Agente Morales y el Agente Del Valle. 

Sostiene que la jurisprudencia ha validado el trabajo en 

equipo de agentes del orden público para realizar 

arrestos sin orden previa. Arguye que los testimonios no 

eran contradictorios entre sí y que, por tanto, no deben 

considerarse como inherentemente irreales o improbables. 

Insiste que el TPI no erró al determinar que los 

testimonios no eran estereotipados.   

Conforme se expuso en la Sección II(A) de esta 

Sentencia, al tratarse de un arresto y un registro sin 

orden judicial previa, corresponde que este Tribunal 

determine --primero-- si el arresto que se efectuó fue 

legal y válido. 

El arresto 

 Según surge de las distintas relaciones de hechos, 

el 13 de julio de 2020, cerca de la medianoche, el 

señor Martínez se acercó a la Agente Morales en una 

guagua Rank, pick up oscura (pick up). La Agente Morales 

realizaba trabajo encubierto de prostitución, y estaba 

parada en la acera, en una esquina de la Calle Comercio 
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en Mayagüez. Se alegó que el señor Martínez le solicitó 

servicios de prostitución, por los cuales ofreció pagar 

sesenta dólares ($60.00). Sobre el intercambio, la 

Agente Morales testificó:  

Fiscal:  ¿Cómo, qué tipo de servicio le 

ofreció? 

 

R:  El [señor Martínez] baja el 

cristal... 

 

Fiscal:  ¡Ajá! 

 

R:  ...y me indica que, que me ofrece 

sesenta dólares ($60.00) por 

chichar.  

 

Fiscal:  ¿Cómo? 

 

R:  Que me ofrece sesenta dólares 

($60.00) por chichar. 

 

Fiscal:  ¡Ajá! 

 

R:  Que más adelante había un motel, que 

quedaba aproximadamente a unos 

quince (15) minutos, eh, que se 

llamaba, eh, Acuario.  

 

Fiscal:  ¡Ajá! 

 

R:  Que dentro de, de la guagua, me 

dijo: “Tengo marihuana de la buena 

y perico”. 

 

Fiscal:  ¡Ajá! ¿Y usted qué hizo cuando él 

le...le dijo que iba a dar sesenta 

dólares ($60.00)? 

 

R:  Cuando él me hizo el ofrecimiento me 

toqué el...el collar, que era la 

se...la seña particular don... que 

él tenía... que el Sargento nos 

había indicado y entonces los 

compañeros se acercaron para 

arrestar al caballero. 

 

Fiscal:  ¿Quién era...quién fue ese 

caballero que le ofreció, que... 

 

R:  Eh...el [señor Martínez] que está 

allí presente.  

 

Fiscal:  La señora ha señalado al acusado, 

señora Juez. ¿Y de los compañeros 

suyos que estaban, quién fue que 

llegó allí?  

 

R:  En ese momento se acerca el [Agente 

Del Valle]. 
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[…] 

 

Fiscal:  ¡Ajá! Y cuando se acercó el [Agente 

Del Valle] ¿qué usted dijo o hizo? 

 

R:  Le indiqué que el compañero, que el 

[señor Martínez] tenía...me había 

indicado que tenía marihuana en su 

vehículo y, y cocaína.  

 

Fiscal:  Y con relación al ofrecimiento, ¿qué 

le dijo? 

 

R:  Además, le indiqué que había 

ofrecido sesenta dólares ($60.00) 

por chichar...y lo puso bajo 

arresto.7 

 

 Asimismo, sobre los eventos luego de que la Agente 

Morales hiciera la ‘señal’, testificó el Agente Del 

Valle:  

R:  […] Nos estacionamos detrás de la 

[pick up], yo me bajo, me dirijo 

hacia el pa...hacia, hacia el 

pasajero de la [pick up], yo estoy 

utilizando una linterna mi 

seguridad, pues alumbrar dentro de 

vehículo y pa’ ver qué persona es o 

qué, la [pick up] estaba prendía por 

dentro, pero aun así por nuestra 

seguridad. Veo el caballero que se 

encuentra aquí... 

 

Fiscal:  ¿A qué caballero? 

 

[..] 

 

R:  A[l] [señor] Martínez que era...que 

era el conductor de vehículo. Le 

digo que está bajo arresto por la 

Ley de Prostitución. Este lo que 

hace es que levanta las manos así, 

Honorable.  

 

Fiscal:  ¡Ajá! 

 

R: En eso a través del vehículo de la 

guagua la [Agente Morales] que se 

encontraba al otro...al otro 

extremo de la acera, ésta, ésta me 

dice que le, que [el señor Martínez] 

le había hecho insinuaciones, la 

proposición de que le iba a dar, dar 

dinero porque [sic] tener sexo con 

ella y que adicional de eso, que 

tenía perico y marihuana. Yo procedí 

 
7 Transcripción de la Vista de Supresión de Evidencia celebrada el 

9 de octubre de 2020, pág. 12 (líneas 11-20) y pág. 13 (líneas 

1-19). 
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entonces a decirle que se bajara, 

eh, de...de la [pick up]. Cuando 

le... 

 

Fiscal:  Explique cómo se bajó de la [pick 

up]. 

 

R:   ¿Perdón? 

Fiscal:  ¿Cómo se bajó de la [pick up]?  

 

R:   Yo le abrí la puerta... 

 

Fiscal:  ¡Ajá! 

 

R: ...del conductor, que esté con las 

manos arriba, abrí la puerta del 

conductor, él se bajó, le di el 

comando que pusiera las manos en la 

parte de atrás, los [sic] esposé, lo 

registré, no encontré nada, este, 

ilegal encima de él.8 

 

 El señor Martínez cuestiona la transferencia de los 

motivos fundados. Indica que esta no se configuró porque 

a la Agente Morales no le constaba, fuera del 

ofrecimiento sexual que se alega que el señor Martínez 

le hizo, que tenía sustancias controladas al momento en 

que la Agente Morales se lo comunicó al Agente Del Valle 

para que efectuara el arresto. El señor Martínez alega 

que esto, sumado a que el sargento que impartió las 

instrucciones y discutió el Plan de Trabajo con los 

agentes no ofreció su testimonio en la vista 

evidenciaria, demuestra que el Estado no logró 

justificar la legalidad del arresto. En otras palabras, 

entiende que ello evidencia la incapacidad del Estado en 

demostrar una cadena de eventos que justificara los 

alegados motivos fundados. No tiene razón.  

 Según se expuso en la Sección II(A) de esta 

Sentencia, los motivos fundados son aquella información 

que lleve a una persona ordinaria y prudente a creer que 

el arrestado cometió o cometerá el delito. Tras la 

 
8 Transcripción de la Vista de Supresión de Evidencia celebrada el 

9 de octubre de 2020, pág. 69 (líneas 15-20) y pág. 70 (líneas 

1-20). 
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alegada solicitación de servicios de prostitución, esta 

tenía motivos fundados para arrestarlo, bajo la Regla 11 

de Procedimiento Criminal, supra.  

Como se indicó, los motivos fundados se pueden 

transferir entre agentes que trabajan cerca. 

Naturalmente, el Estado siempre tendrá que justificar la 

legalidad del arresto. En este caso, la Agente Morales 

originó la cadena de información que resultó en el 

arresto del señor Martínez y, por ende, transfirió los 

motivos fundados al Agente del Valle. Este último, como 

persona razonable, pudo concluir que se cometió el 

delito de prostitución. Ante ello, el arresto, 

propiamente, no tiene visos de ilegalidad. Ahora 

corresponde a este Tribunal evaluar la razonabilidad del 

registro. 

El registro 

 Una vez se efectúa el arresto, las versiones de los 

hechos resultan, como mínimo, dudosas y como más, 

increíbles. Veamos, con atención puntual, el testimonio 

del Agente Del Valle.  

 A continuación, una de las versiones que ofreció el 

Agente Del Valle sobre el registro: 

R: ...del conductor, que esté con las 

manos arriba, abrí la puerta del 

conductor, él se bajó, le di el 

comando que pusiera las manos en la 

parte de atrás, [lo] esposé, lo 

registré, no encontré nada, este, 

ilegal encima de él. Le pregunté que 

si tenía...que si tenía algo ilegal 

dentro del vehículo. Este me 

contestó que con su boca [sic] y con 

la cabeza me dijo que sí. En eso yo 

miro a la, a la, a la puerta de, de 

la [pick up]. 

 

Fiscal: ¿A la puerta de qué? 

 

R: A la puerta del conductor que yo 

abrí. A la parte de atrás, en el 

bolsillo de abajo, esos bolsillos 
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son grande[s], de la puerta pude ver 

una bolsa plástica transparente de 

este tamaño, aproximadamente así, 

amarrado... 

 

Fiscal: ¿Cómo surge...cómo es que usted 

observa esa... 

 

R: Porque cuando la puerta...Ok, yo 

bajo, lo bajo pa’al frente 

(Inintelegible).  

 

Fiscal:  ¿Usted lo estaba poniendo bajo 

arresto por qué? 

 

R: Ajá, lo puse bajo arresto por 

prostitución. 

 

Fiscal:  ¡Ajá! 

 

R:  Que es lo que yo le indiqué a él. 

Pero cuando yo miro hacia acá, que, 

ya que la puerta está abierta y está 

a mi lado, entonces puedo ver que 

está la bolsa, este, plástica 

transparente con picadura de 

marihuana.9  

 

De plano, esta sola versión contiene 

incongruencias. Parecería que el Agente Del Valle indica 

que se percató de la bolsa que ubicaba en la gaveta de 

la puerta al mismo tiempo en que el señor Martínez le 

contestaba mediante gestos que sí tenía algo ilegal en 

su vehículo. Esto, a pesar de que antes declaró que, 

aunque las luces del carro estaban prendidas, estaba 

oscuro y por eso llevó su linterna al área: 

P:  ¿Le pregunto si en su mano usted sacó una 

linterna? 

 

[…] 

 

P:  Porque con sus propios ojos si estaba oscuro 

no podía ver. ¿Correcto? 

 

R:  Tenía la luz prendida, pero aún así... 

 

P:  Según usted. 

 

R:  Tenía la luz prendida. Sí. 

 

P:  Pues si tenía la luz prendida no necesita 

linterna. ¿Verdad que no? 

 
9 Transcripción de la Vista de Supresión de Evidencia celebrada el 

9 de octubre de 2020, pág. 71 (líneas 1-17). (Énfasis suplido). 
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R: Aun así, estaba oscuro el lugar.10  

 

Sin embargo, según la versión de la Agente Morales, 

las luces del carro no estaban prendidas: 

P:  ¿Oiga y [el señor Martínez] nunca prendió 

la luz de la guagua? ¿Verdad que no? 

 

R: Que yo recuerde. 

 

P:  ¿Verdad que no? 

 

R:  Que yo recuerde, no. 

 

P:  No. ¿Su Declaración Jurada no dice que él 

haya prendido la luz? 

 

R:  No. 

 

P:  ¿Verdad que no? ¿Mientras usted estuvo 

allí el nunca la prendió? 

 

R:  No, que yo recuerde.11 

 

Lo anterior es fundamental toda vez que el Agente 

Del Valle omitió información sobre un elemento crucial 

para establecer que la evidencia estaba “a plena vista”. 

¿El área estaba alumbrada o no? ¿Las luces de la pick up 

se prendieron o no? ¿Con ese alumbrado --el cual requirió 

una linterna-- y a esa distancia, era factible ver una 

bolsa en el bolsillo grande de la puerta? ¿Era posible 

identificar que el contenido de la bolsa que estaba en 

el bolsillo era picadura? Las respuestas por parte del 

Agente Del Valle no son claras y/o precisas. Solo surge 

que vio la bolsa que estaba en el bolsillo grande de la 

puerta e identificó --a distancia-- que contenía 

picadura de marihuana. ¿Cómo lo logró? No aparenta que 

fue “a plena vista”.  

 
10 Transcripción de la Vista de Supresión de Evidencia celebrada el 

9 de octubre de 2020, pág. 112 (líneas 15-20) y pág. 113 

(líneas 1-9). (Énfasis suplido). 
11 Transcripción de la Vista de Supresión de Evidencia celebrada el 

9 de octubre de 2020, pág. 54 (líneas 15-20) y pág. 55 (líneas 1-2). 

(Énfasis suplido). 
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Al examinar el resto del testimonio del Agente Del 

Valle, se torna evidente la conveniencia de su 

imprecisión. Esta da pie a que se entienda 

implícitamente que la evidencia en su entereza estaba a 

plena vista:  

R:  […] y yo custodié la guagua, lo que 

hice fue que mantuve toda la 

evidencia, la evidencia que pude 

observar dentro de la guagua... 

 

Fiscal:  ¿Qué evidencia observó? 

 

R:  Pues este además de la bolsa de, de 

marihuana había otra bolsa más de 

cocaína en el “dash” como él me 

había dicho. Eh... 

 

Fiscal:  ¿En dónde? 

 

R:   En la consola. 

 

Fiscal:  ¿En la consola de dónde? 

 

R:  De entre medio de los dos (2) 

asientos, donde se coloca los vasos. 

 

Fiscal: ¡Ajá! 

 

R:  Pues allí había este...había dos (2) 

bolsas. Había una (1) en uno de los 

vasos y un poquito más alenté [sic] 

donde está el radio y está el aire 

acondicionado, que queda, que hay el 

“dash”, por decirlo así, la consola, 

allí había otra bolsa más con... 

 

Fiscal:  ¿Y esa cómo usted la, la consi...la, 

la consiguió? 

 

R:  Estaba, se veía a simple vista. 

Estaba puesta allí. Además, había 

cigarrillo, había dinero.  

 

Fiscal:  ¡Ajá! ¿Y usted qué hizo con ese 

vehículo? 

 

R:  Pues lo transporté a la División de 

Drogas y Narcóticos y fue escoltado 

por los demás compañeros cuando... 

 

Fiscal:  ¿Cómo usted llegó a la División de 

Drogas y Narcóticos? 

 

R:   Yo estaba conduciendo. 

 

Fiscal:  ¡Ajá! ¿Aparte de usted, quién más 

estaba en ese vehículo? 
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R: Nadie más. Todo estuvo bajo mi 

control, el vehículo, todo.  

 

Fiscal:  ¿Y le pregunto, por qué usted no 

ocupó esa evidencia allí mismo en el 

lugar de la intervención? 

 

R:  Para entonces proceder entonces a 

llenar la PPR ciento veintiocho 

(128), en presencia de él y hacer la 

ocupación de legalmente [sic], ya 

que se tenía que verificar el 

vehículo, a ver si hay algo más 

adicional. 

 

Fiscal:  Y usted ocupó ese vehículo, ¿por qué 

lo ocupó entonces? 

 

R:  La ocupación fue primero por el 

arresto... 

 

Fiscal:  ¡Ajá!  

 

R:  ...y posteriormente pues a poder 

observar que había droga dentro del, 

del vehículo. 

 

[…] 

 

Fiscal:  Yo le pregunto, usted 

cuando...usted le, le narró a la 

Honorable Jueza que usted vio la 

sustancia que estaba en gaveta 

debajo de la puerta del conductor. 

Y también habló de una que había en 

el área de la consola. ¿Esa del área 

de la consola cómo es que usted la 

ve? 

 

R:  Referente que era una bolsita 

plástica trasparente... 

 

Fiscal: ¿Cómo, cómo, cómo es que usted la 

ve? 

 

R:  Pues cuando me acerco, cuando él me 

dice que sí, que hay den...que hay 

más dentro, dentro del vehículo, la 

guagua es alta, pues entonces yo me 

tuve que asomar hacia dentro y ahí 

en el des...en el, este, en el...en 

la consola pude ver la otra 

sustancia, las otras dos (2) 

bolsas.12  

 

Nótese que el Agente Del Valle ‘observó’ cierta 

evidencia que, en definitivo, no se puede considerar que 

 
12 Transcripción de la Vista de Supresión de Evidencia celebrada el 

9 de octubre de 2020, pág. 73 (líneas 12-20), pág. 74 (líneas 1-20), 

y pág. 75 (líneas 1-4; 17-20). (Énfasis suplido). 
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estaba a plena vista. El Agente Del Valle incluso relata 

que tuvo que asomarse hacia dentro del vehículo para ver 

la bolsa que estaba en el “dash” porque este era alto. 

Ello es incompatible con su versión de que la bolsa 

estaba a plena vista. Lo que es más, en este mismo relato 

establece que encontró una bolsa en un vaso que se 

encontraba en el portavasos de la guagua.13 Es decir, en 

la misma pick-up que describió como alta, por lo que se 

había tenido que asomar hacia dentro para ver la bolsa 

del “dash”, identificó a plena vista una bolsa que estaba 

dentro de un vaso, en el espacio entre los dos asientos. 

Ello es, sencillamente, inverosímil.  

Lo cierto es que el testimonio, en todo caso, arroja 

sombra sobre cómo el Agente Del Valle encontró cierta 

evidencia. Más bien parecería que vio la bolsa dentro 

del vaso de camino a la División de Drogas, algo similar 

a lo admitió eventualmente a preguntas de la Defensa: 

P:  ¿Y le pregunto si en el trayecto que usted lo 

llevó, usted vio que había más droga allí? 

¿Verdad que sí?  

 

R:  Las dos (2) bolsitas. 

 

P: ¿Verdad que si?  

 

R:  Sí. 

 

P:  Para decir que usted encontró la droga 

utilizando la PPR ciento veintiocho (128) no 

es cierto, porque usted se la habían 

encontrado antes...  

 

R:  Eso era la posesión. 

 

P:  ...que estaba conduciendo. 

 

R:  Eso era la posesión. 

 

P:  ¿Verdad que sí? 

 

R:  Correcto.14 

 
13 Transcripción de la Vista de Supresión de Evidencia celebrada el 

9 de octubre de 2020, pág. 82 (líneas 2-9). 
14 Transcripción de la Vista de Supresión de Evidencia celebrada el 

9 de octubre de 2020, pág. 129 (líneas 14-20) y pág. 130 (líneas 

1-5). (Énfasis suplido).  
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 De nuevo, la vaguedad en sus respuestas es marcada. 

De la versión que el Agente Del Valle ofrece al Estado, 

surge que vio tres (3) bolsas: (1) la del bolsillo de la 

puerta, (2) la del “dash”; y (3) la del vaso. A preguntas 

de la Defensa, parecería indicar que las últimas dos las 

encontró una vez condujo el vehículo. En fin, las 

contradicciones afloran.  

 También llama la atención de este Tribunal que el 

Agente Del Valle había declarado que prefirió realizar 

un registro de inventario conforme al PPR ciento 

veintiocho (128) para hacerlo legalmente. No obstante, 

en la División de Drogas, el Agente Del Valle no le 

explicó al señor Martínez que al firmar dicho documento 

“renuncia[ba] a cualquier reclamación que hacer 

relacionado con la ilegalidad de la ocupación del 

vehículo”.15 Lo que es peor, el Agente Del Valle se 

contradijo sobre el momento en que le leyó las 

advertencias al señor Martínez: 

Primera versión 

 

Fiscal:  ¿Por qué no se la dijo allí en el 

lugar de la intervención? 

 

R:  Que se las dije, pero no, no 

acordé...se las dije, pero...  

 

Fiscal:  ¿En qué momento se las dijo? 

 

R:  Cuando le puse las esposas lo puse 

bajo arresto. 

 

Fiscal:  ¿Cómo?  

 

R:  Cuando le puse las esposas y lo puse 

bajo arresto, en el comienzo, en la 

[pick up]. 

 

Fiscal:  ¡Ajá! ¿Y...en ese momento qué 

ocurrió primero, las advertencias o 

usted ve las sustancias en, en la 

[pick up]? 

 
15 Transcripción de la Vista de Supresión de Evidencia celebrada el 

9 de octubre de 2020, pág. 136 (líneas 12-20), pág. 137 (líneas 

1-20) y pág. 138 (líneas 1-20).  
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R:  No, este, ya yo lo había puesto bajo 

arresto por, por prostitución. 

Luego de eso fue que yo vi la 

sustancia. Ya le había dicho las 

advertencias. 

 

Fiscal:  ¡Ajá! ¿Y luego ocurre qué? 

 

R:  Luego de eso pues le indico 

nuevamente que está bajo arresto, 

pero por, por posesión de, de 

sustancia [sic] controladas, por 

marihuana.  

 

Fiscal:  Y cuando usted le hizo la pregunta 

sobre si tenía algo más y si tenía 

algo ilegal, ¿qué ocurre primero, 

las advertencias o es que esa 

pregunta? 

 

R:  No, ya le había hecho las 

advertencias.16 

 

Segunda versión 

 

P: Y después usted en su Declaración 

Jurada dice, después que hace eso 

dice: “Le digo las advertencias de 

ley y pongo las esposas”. ¿Mire a 

ver si usted dice eso en su 

Declaración Jurada? ¿Mire a ver... 

en ese orden, mire a ver? 

 

R:  Sí. 

 

P:  ¿Verdad que sí? O sea, que usted le 

hace las advertencias después que 

[el señor Martínez] le dijo que sí, 

que había algo ilegal ahí. ¿Verdad 

que sí? De acuerdo con su 

Declaración Jurada. ¿Verdad que sí, 

agente? 

 

R:   Aquí dice... 

 

P:  Le...léala a la Juez el párrafo 

completo de arriba, mire, de aquí, 

de la Agente Morales, léala. 

 

R:  Ok. ¿A dónde fue que usted le dijo, 

Licenciado? 

 

P:  Mire aquí...Aquí donde dice, “Luego 

yo le abro la puerta al conductor”. 

De ahí hasta donde termina en 

marihuana. Léalo en voz alta, por 

favor.  

 

 
16 Transcripción de la Vista de Supresión de Evidencia celebrada el 

9 de octubre de 2020, pág. 77 (líneas 1-13). (Énfasis suplido). 
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R:  Luego yo le abro la, la puerta al 

conductor y dándole los comandos 

verbales lo bajo de la guagua. Le 

pregunto si lleva algo ilegal. Este 

me contesta que sí con su boca y 

cabeza. Esto ocurre cuando lo estoy 

registrando, pero no encontrándole 

nada ilegal, pero... ajá, ilegal a 

su persona. Le digo las advertencias 

de ley y luego de ponerle las 

esposas...y luego le pongo las 

esposas. 

 

P:  Así que el orden en que usted lo 

declara bajo juramento aquí, es que 

usted le abre la puerta, le abre la 

puerta porque no la abrió [el señor 

Martínez]. ¿Correcto? 

 

P:  Sí. ¿Le pregunto si después que [el 

señor Martínez] le dijo a usted que 

tenía algo ilegal, después de eso, 

en sus oraciones aquí, después que 

usted le hace las advertencias? ¿Sí 

o no? 

 

R:   Sí. 

 

P:   Sí... 

 

R:   Que yo... 

 

P:   Así fue que fue. ¿Verdad? 

 

R:  ...que yo recuerde fue. 

 

P:  Pero Agente mire, usted prestó 

ésta el veinticinco (25) de julio. 

 

R:   ¡Ajá! 

 

P:  Que fue como una (1) semana 

después de la intervención.  

 

R:   ¡Ujúm! 

 

P:  Que era más fresco que el día de 

hoy. […]17 

 

 Para este Tribunal queda claro que el testimonio 

del Agente Del Valle fue ambiguo y estuvo plagado de 

contradicciones en cuanto a la legalidad del registro 

que efectuó. Se demostró que el registro fue posterior 

a una pregunta auto incriminatoria que realizó el Agente 

 
17 Transcripción de la Vista de Supresión de Evidencia celebrada el 
9 de octubre de 2020, pág. 122 (líneas 1-20), pág. 123 (líneas 

14-20) y pág. 124 (líneas 1-6). (Énfasis suplido).  
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Del Valle al señor Martínez, antes de leerle las 

advertencias en ley. Así lo describió el propio Agente 

Del Valle en la declaración jurada que prestó el 25 de 

julio de 2020. Si bien las incongruencias en el 

testimonio que ofreció el Agente Del Valle en la vista 

evidenciaria son evidentes, se añade que la declaración 

jurada, además, goza de una mayor garantía de fidelidad 

a lo que realmente aconteció por su proximidad temporal 

a los hechos. Es decir, de por sí, es más confiable.  

 Ahora bien, corresponde que este Tribunal concluya 

si, en efecto, el testimonio del Agente Del Valle fue 

uno estereotipado y si, por lo tanto, el Estado no pudo 

rebatir la presunción de ilegalidad e irrazonabilidad 

del registro.  

 Primero: conforme se expuso en la Sección II(B) de 

esta Sentencia, el testimonio que prestó el Agente Del 

Valle tiene que estar sujeto a un escrutinio riguroso. 

Al respecto, el Tribunal Supremo indica que los casos de 

‘acto ilegal a plena vista’ inducirán a sospecha de la 

existencia de testimonio estereotipado. Asimismo, 

establece que tanto los testimonios inherentemente 

irreales se rechazarán, y las lagunas, vaguedades y 

contradicciones en los testimonios reforzarán el recelo 

con que se analizan estas declaraciones.  

Este Tribunal concluye, sin ambages, que el 

testimonio del Agente Del Valle no sobrevive el 

escrutinio riguroso que ordena el Foro Máximo en estos 

casos. Tampoco cumple con los criterios esbozados en 

Pueblo v. González de Valle, supra. Por el contrario, en 

su intento de establecer que la evidencia estaba “a plena 

vista”, el Agente Del Valle se contradijo y ofreció 

explicaciones imprecisas sobre datos importantes. Por lo 
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que, se refuerza el recelo con el que se evalúan sus 

declaraciones, las cuales --de entrada-- inducen a 

sospecha por tratarse de un caso de ‘acto ilegal a plena 

vista’. El testimonio es, sin duda, estereotipado.  

 Segundo: no se configuró una situación de excepción 

que justificara un registro sin antes obtener una orden 

judicial.  

Por un lado, el señor Martínez se arrestó y esposó, 

por lo cual no tenía acceso a su vehículo y las 

pertenencias dentro de este. De tal modo, no procedía 

que se realizara un registro incidental a un arresto, 

pues, no había peligro de que atacara a los agentes, se 

fugara o destruyera la evidencia.  

Por otro lado, tampoco se configuraron los 

elementos necesarios según la doctrina de evidencia a 

plena vista. El testimonio del Agente Del Valle no pudo 

demostrar convincentemente que descubrió las bolsas a 

plena vista e identificó su naturaleza delictiva de 

simplemente observarlas. Tampoco, pues, puede concluirse 

que las encontró inadvertidamente, cuando las descubre: 

(1) luego de hacerle una pregunta auto incriminatoria al 

señor Martínez; y (2) de tenerse que asomar hacia 

adentro para verlas.  

Lo cierto es que, independientemente de que los 

agentes tuvieran motivos fundados para arrestar al 

señor Martínez, no se justificaba registrarle el 

vehículo sin orden. Procedía, en vez, solicitar la orden 

judicial que correspondía previo a registrar el 

vehículo. Se reitera, el señor Martínez ya estaba bajo 

su custodia y no se configuró una situación de hechos 

que justificara realizar el registro sin una orden 

judicial previa. En fin, el Estado no logró rebatir la 
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presunción de legalidad e irrazonabilidad del registro 

sin orden. Procede la supresión de la evidencia.  

IV. 

Por los fundamentos expuestos, se expide el 

certiorari, se revoca la Resolución del TPI. Se deja sin 

efecto la paralización y se ordena la continuación de 

los procedimientos en línea con esta determinación. 

Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


